
El Presidente Gabriel Boric, junto al ministro
Gajardo y la subsecretaria Daniela Quintanilla,
encabezaron la entrega de carpetas de califica-
ción a familiares de víctimas de desaparición
forzada y ejecución política.

Se trataría de carpetas de calificación de
las personas víctimas, que contienen antece-
dentes personales, testimonios, documentos
administrativos, informes periciales y resolu-
ciones de calificación. Estas, obtenidas de la
Comisión Nacional de Verdad y Reconcilia-

ción (Comisión Rettig), seguida de la Corpo-
ración Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción, que son instancias que investigaron de
manera extrajudicial las violaciones a los
derechos humanos cometidas por agentes del
Estado durante el régimen militar, en parti-
cular los casos de ejecución política y desa-
parición forzada.

Para la entrega se realizó una ceremonia en
el marco de un nuevo comité de seguimiento y
participación del Plan Nacional de Búsqueda. 

EN CEREMONIA, A SUS FAMILIARES:

Se entregan carpetas sobre víctimas
en marco Plan de Búsqueda

En La Moneda
se realizó la
ceremonia para
la entrega de
estos documen-
tos a los familia-
res de víctimas
de desaparición
forzada y ejecu-
ción política. P
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‘‘A los reos, aun
cuando están privados
de libertad, también
hay que respetarles o
por regla general se les
respeta su dignidad y es
normal o habitual que
ellos aleguen que ello
no ocurra”. 
...........................................................

JAIME CAMPOS
EXMINISTRO DE JUSTICIA

Más de 80 chilenos regresaron
al país entre inicios de mayo y ju-
nio, en aviones chárter prove-
nientes de Estados Unidos. Unos
fueron deportados por incumpli-
miento en su estatus migratorio y
otros por delinquir. Además, al
menos cinco de ellos contaban
con órdenes de detención en Chi-
le. Varios reclamaron pública-
mente por el trato recibido y las
condiciones en las que se encon-
traban durante el proceso de de-
portación desde el país del norte. 

Consultado al respecto en Ra-
dio Infinita, el ministro de Justicia
y Derechos Humanos, Jaime Ga-
jardo, respondió ayer que como
cartera han “estado preocupa-
dos”. Ello, “en la lógica de que
efectivamente las personas que se
deportan en razón de los tratados
que nosotros tenemos, tienen que
venir en condiciones o tienen que
ser tratadas de forma digna”. Por
lo anterior, aseguró la autoridad,
“hemos estado monitoreando”.
También afirmó que es “algo que
vamos a representar a través de
los conductos oficiales”. La afir-
mación abrió debate, puesto que
el sistema penitenciario nacional
está “estresado” hace años, y se
ha advertido de la sobrepobla-
ción en los penales en múltiples
instancias.

n “Se transformó en una
vergüenza nacional”

Para graficar la situación de las
cárceles, Christian Alveal, exdi-
rector nacional de Gendarmería,
utiliza el ejemplo de la ex-Peni-
tenciaria o CDP Santiago Sur. “Lo
que en 1856, cuando se construyó
la Penitenciaría con un modelo
europeo, de control —que era
evidentemente el orgullo en ma-
teria penitenciaria en la región
(Latinoamérica)— hoy, con los
años, se transformó en una ver-
güenza nacional”. “Los reclusos
—dice— tienen serias condicio-
nes de habitabilidad en ese penal,
donde claramente uno pudiese
afirmar que no se respeta la digni-
dad humana”.

Por eso, agrega, “llama tanto la
atención la reacción y las defini-
ciones del Ministerio de Justicia
en relación al especial cuidado,
atento y presto, a representar por
escrito el cómo llegan los depor-
tados desde Estados Unidos”.

Así, apunta “si bien es cierto,
siempre el trato digno tiene que
ser exigido y tiene que ser super-
vigilado, porque toda persona lo
merece, no es menos cierto que
los deportados son en un proceso
acotado, breve, que no deja de ser

importante sin duda, pero que en
Chile existen personas que están
cumpliendo condenas y de mu-
chos años en esas condiciones de
poca dignidad”.

n “Foco debería estar en el
sistema carcelario chileno”

Distinta opinión tiene Francis-
co Alcorta, investigador de Liber-
tad y Desarrollo, quien plantea
que “el sistema carcelario chileno

está en crisis y no está cumplien-
do su trabajo: detener la comisión
de delitos y contribuir a una rein-
serción efectiva de los internos”.
Sin embargo, asegura que “cum-
ple con los estándares mínimos
exigidos por la normativa inter-
nacional”.

Pero, cree, aquello podría cam-
biar, puesto que “la alta tasa de
sobreocupación y su acelerado
crecimiento dan cuenta de que,
de seguir en el camino que va-
mos, llegaremos a una situación
crítica que tendrá un impacto aún
más profundo en el trato de los
internos”.

Respecto de si el Ministerio de
Justicia debería priorizar las con-

diciones de los reos en Chile, Al-
corta plantea que “el foco debería
estar en los proyectos necesarios
para mejorar el sistema carcelario
chileno, como la tramitación del
proyecto de ley que acelera y faci-
lita la construcción de estableci-
mientos penitenciarios”.

n En los penales siempre
existen restricciones

Por su parte, el exministro de
Justicia Jaime Campos recuerda
que “la dignidad humana es un
derecho fundamental, que está
reconocido en la Declaración de
los Derechos Humanos de las
Naciones Unidas y, por tanto, es
un deber de todos los Estados el

respetarla”.
Y puntualiza, “en el caso nues-

tro, tal como lo dice el ministro, el
Gobierno de Chile tiene que velar
por el respeto de la dignidad de
todos los seres humanos, en este
caso específico de los nacionales,
sea que estén en el territorio na-
cional o fuera de él”.

Al preguntársele sobre si por
norma general los presos en Chile
tienen un trato indigno, Campos
sostiene que no. “A los reos, aun
cuando están privados de liber-
tad, también hay que respetarles
o por regla general se les respeta
su dignidad, y, es normal o habi-
tual que ellos aleguen que ello no
ocurra. Pero de ahí a que eso su-
ceda, en la práctica hay una dis-
tancia muy grande”.

Como ejemplo, el exministro
comenta que el que “una perso-
na que está privada de libertad
no coma lo que él quiera comer;
no se puede vestir como él se
quiera vestir, no significa que
su dignidad como ser humano
esté afectada”.

Sobre los deportados, “me pa-
rece destacable que el Gobierno
de Chile se preocupe o que el Es-
tado de Chile se preocupe del
respeto, de la dignidad humana,
tanto de los chilenos que están
en Chile como de los extranjeros
que vienen a Chile, del mismo
modo que se tiene que preocu-
par de la situación de los chile-
nos que están en el exterior y que
regresan deportados a nuestro
país”. Pero insiste respecto del
trato recibido: “Son consecuen-
cias propias de la sanción que es-
taban cumpliendo, que se estaba
ejecutando”.

Se trató de contactar a la carte-
ra para recabar la opinión del
ministro de Justicia, Jaime Ga-
jardo, sin embargo, al cierre de
esta edición no hubo respuesta.

El ministro de Justicia abordó ayer reclamos de connacionales por trato en EE.UU. 

Cuestionan dichos de Gajardo sobre
deportados: en Chile se cumplen
penas en espacios de “poca dignidad”

E. CANDIA

Expertos creen que el foco debería estar en los ya “estresados” recintos penitenciarios; otros, que lo ocurrido
es solo consecuencia de “la sanción que estaban cumpliendo, que se estaba ejecutando”.

El pasado viernes 6 de junio aterrizó en el aeropuerto Arturo Merino Benítez un avión con 43 chilenos deportados.
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Según información de

Gendarmería, existe un 142% de
sobrepoblación carcelaria. 

‘‘Los reclusos
tienen serias
condiciones de
habitabilidad en ese
penal
(ex-Penitenciaria) en
donde claramente uno
pudiese afirmar que no
se respeta la dignidad
humana”.
...........................................................

CHRISTIAN ALVEAL
EXDIRECTOR NACIONAL DE GENDARMERÍA

‘‘Llegaremos a
una situación crítica
que tendrá un impacto
aún más profundo en
el trato de los
internos”.
...........................................................

FRANCISCO ALCORTA
INVESTIGADOR LIBERTAD Y DESARROLLO

En el anexo carcelario Capitán Yáber, en la
Región Metropolitana, cumplirá la prisión
preventiva el diputado Mauricio Ojeda (inde-
pendiente elegido en cupo del Partido Republi-
cano). El parlamentario, cuyo desafuero fue
ratificado en septiembre de 2024 por la Corte
Suprema, se encuentra formalizado por fraude
al fisco y otros delitos de corrupción, en la
arista Manicure de la crisis de los convenios.

El miércoles 4 de junio, el legislador había
comenzado a cumplir arresto domiciliario total,
luego que el Juzgado de Garantía de Temuco
acogiera la solicitud de su defensa y modificara
su prisión preventiva. Sin embargo, la Corte de
esa jurisdicción dejó sin efecto el dictamen,

luego que el Ministerio Público presentara un
recurso de apelación para revertir el fallo.

En una audiencia realizada ayer en el Juzga-
do de Garantía de Temuco, la defensa de Ojeda
solicitó que este continúe el cumplimiento de
su medida cautelar en el anexo carcelario
Capitán Yáber, recinto que suele albergar a
imputados en causas por delitos económicos.
La petición fue acogida por el tribunal. 

Si bien la defensa también abogó para que
Ojeda se desplazara por sus propios medios, el
juzgado ordenó que el traslado sea realizado
por personal de Gendarmería. Mientras ello no
se concrete, el imputado deberá mantenerse
recluido en la cárcel de Temuco.

PARLAMENTARIO ESTÁ FORMALIZADO POR FRAUDE AL FISCO EN EL CASO MANICURE:

Diputado Ojeda regresa a prisión y
juez acoge traslado a Capitán Yáber
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Los alegatos de clausura ya
suman dos jornadas y hoy se
realiza una tercera, en el marco
del juicio oral contra el exal-
calde de San Ramón y exmili-
tante socialista Miguel Ángel
Aguilera. Ya expusieron la fis-
calía y el Consejo de Defensa
del Estado, sobre los cargos
que se le imputan al exedil de
esa comuna, en el Sexto Tribu-
nal de Juicio Oral en lo Penal
de Santiago. 

Este lunes se reanudó el pro-
ceso con los alegatos de los
abogados querellantes y la de-
fensa de Aguilera. Paso previo
al veredicto, que se conocería
entre hoy y mañana y que defi-
nirá si el exedil deberá o no
cumplir los 10 años de cárcel
que solicita la Fiscalía Metro-
politana Sur, por los delitos de
enriquecimiento ilícito, cohe-
cho pasivo y lavado de activos,
que habrían ocurrido entre
enero de 2013 y septiembre de
2017, cuando encabezaba ese
municipio.

n Cerca de 50 testimonios
durante el proceso judicial

Desde el 26 de julio de 2021,
el exsocialista tuvo que cum-
plir con la medida cautelar de
prisión preventiva, la cual fue
revocada el 21 de julio de 2022
y se modificó a arresto domici-
liario total, junto con la prohi-
bición de salir del país. El jui-
cio, que se ha extendido por
casi dos meses, se encuentra en
su etapa final y ha contado con
el testimonio de aproximada-
mente 50 personas. 

Algunos de los hechos que
se le imputan a Aguilera son el

depósito en efectivo a distintas
personas de su círculo de con-
fianza. Por ejemplo, Daniel
García figura como una de las
personas a las que la exautori-
dad transfirió la mayor canti-
dad de dinero, a través de 20
depósitos, los cuales alcanzan
la suma de $39.240.000. En la
causa , Garc ía f igura como
coimputado, quien se desem-
peñó como exfuncionario de
esa municipalidad. Asimismo,
Aguilera efectuó siete depósi-
tos a su propia cuenta que
equivalen a más de $28 millo-
nes, además de enviarle dinero
a su hermana, Mónica Aguile-
ra, quien ejerció como conceja-
la en San Ramón, en c inco
t rans ferenc ias que suman
$11.500.000. 

A s i m i s m o , e l e x a l c a l d e
transfirió a cuentas denomina-
das “1” y “2” 13 veces un total
de casi $33 millones. Por su
parte, la exsecretaria del exal-
calde Erika Meléndez, tam-
bién recibió depósitos de dine-
ro, que alcanzan los tres millo-
nes de pesos. Además, se su-

man cinco transferencias más
pequeñas a otras personas, cu-
y a s u m a s e e l e v a a l o s
$9.190.000. “En dos cuentas
se realizaron los depósitos en
efectivo —de Aguilera—, acu-
mulando un incremento patri-
m o n i a l i n j u s t i f i c a d o d e
$263.818.500 entre enero de
2013 y septiembre de 2017”,
establece el documento de
apertura del juicio.

n Los bienes del eventual
lavado de dinero

La fiscalía apunta a que el di-
nero proviene de licitaciones
otorgadas a la empresa de un
funcionario del municipio de
San Ramón. Por otra parte, se-
gún se indica en ese documen-
to, el lavado de activos se efec-
tuó a través de la compra de
una casa, ubicada en un condo-
minio de La Reina y donde ha-
bita actualmente Aguilera. 

El valor de esa vivienda al-
canza los $339.557.518 millo-
nes y fue pagada con más de
$100 millones en efectivo y un
mutuo hipotecario.

Indagatoria por enriquecimiento ilícito, cohecho y lavado: 

Aguilera arriesga 10 años
de cárcel y tribunal ya
alista dictación de veredicto 

Este se conocería entre hoy y mañana, de acuerdo a las
estimaciones, tras casi dos meses de audiencias. 
SOFÍA FARÍAS G.

El exalcalde de San Ramón Miguel Ángel Aguilera, junto a su defensa en
los alegatos finales del juicio oral en su contra. 
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